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DESCRIPCIÓN: Los recursos que son parte del manejo en la contratación estatal, 
contemplan para su uso el cumplimiento de unas condiciones normativas que son 
de indispensable conocimiento y aplicación. La cuestión en tanto, es determinar el 
marco jurídico de responsabilidad para comprender si este es insuficiente o merece 
de correcciones para mitigar la afectación del correcto y adecuado funcionamiento 
de la administración pública. 
 
METODOLOGÍA: La organización del plan de trabajo y la metodología de 
investigación se basó en dos puntos: 
1) la organización de los objetivos 
2) Desarrollo investigativo en cuanto a legislación actual, doctrina, jurisprudencia y 
demás medios para la recolección de datos 
 
PALABRAS CLAVE: CONTRATACIÓN ESTATAL, INTERVENTOR, 
SUPERVISOR, RESPONSABILIDAD JURÍDICA, RECURSOS PÚBLICOS. 
 
CONCLUSIONES: En lo ya señalado, se encuentra que en materia normativa  tanto 
para supervisores como interventores, existe un trato igual en lo que corresponde a 
determinar su responsabilidad jurídica en la ejecución de contratos estatales, esto, 
básicamente porque el interventor que asume dicha función, se le asigna el carácter 
de persona en cumplimiento de actividades y funciones  públicas, diferente al caso 
del supervisor, que es en sí una persona delegada por la misma entidad pública 
contratante. 
Se revisaron, los cuatro ámbitos de aplicación de responsabilidad jurídica de los 
supervisores e interventores, siendo estos atenientes al aspecto civil, fiscal, penal y 
disciplinario, sin hallar diferencial en la aplicación de la normatividad vigente para 
los casos de la supervisión e interventoría, aun con la condición diferencial que se 
menciona en el párrafo anterior. 
Para la parte civil, se determinó que la responsabilidad viene mediada centralmente 
por la lesión a un bien jurídico, donde se dispone el cumplimiento de una acción de 
repetición o el llamamiento en garantía, ejercida por la entidad contratante ante los 
daños causados en razón del incumplimiento del contrato, sea esta por acción u 
omisión, pudiéndose la misma darse por una conducta dolosa o gravemente 
culposa, en los términos dispuestos por la ley. 
Consecuente con lo anterior, está la responsabilidad fiscal, la cual surge ante el mal 
manejo o gestión de los recursos públicos destinados para el cumplimiento de un 
contrato en particular, sea por acción u omisión en los hechos que dan origen  al 
detrimento patrimonial, y que lleven a deficiencias en la ejecución del objeto 
contractual o al incumplimiento de las condiciones pactadas en el contrato. 
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Luego se revisó la responsabilidad penal, donde se aclara respecto a lo disciplinario, 
puede ambas acciones pueden proceder ambivalentemente y sin perjuicio de que 
una caduque la otra. Sobre lo penal, también se halló que es el aspecto jurídico que 
más ha llevado a la formulación de políticas y legislaciones que vayan en la vía de 
la lucha contra la corrupción, que recientemente se vio materializada con el Estatuto 
Anticorrupción, aunque deba decirse, estas medidas normativas han resultado 
insuficientes por una ausencia de responsabilidad y valores, por parte de quienes 
se les confía el buen manejo de la contratación estatal. 
Fueron estos los delitos que en materia penal se vieron identificados como posibles 
a darse por parte del supervisor o interventor en clara lesión al ordenamiento jurídico 
de administración del Estado; peculado, peculado por uso, peculado por aplicación 
oficial diferente, peculado culposo, cohecho propio, cohecho impropio, cohecho por 
dar u ofrecer, concusión, celebración indebida de contratos, tráfico de influencias, 
enriquecimiento ilícito, prevaricato por acción y prevaricato por omisión, sobre los 
cuales se logra establecer, que pueden encontrarse extensivos documentos de 
trabajo, por los que se puede revisar la configuración del delito en sí, más allá de su 
aplicabilidad a interventores y supervisores. 
Finalmente se encuentra la responsabilidad disciplinaria, sobre la que de manera 
general en la aplicación a los supervisores e interventores se extiende o se genera 
por el incumplimiento de los deberes o funciones estipuladas en el contrato, como 
también por el ejercicio abusivo de sus funciones, o la extralimitación, la violación 
del régimen de prohibiciones, impedimentos, inhabilidades, incompatibilidades o 
conflicto de intereses que determina la ley para el caso. 
Expuestos estos elementos, se encuentra que sobre el problema jurídico de si las 
mismas resultan siendo suficientes ante la eventual necesidad de lograr la reducción 
de la corrupción en la contratación ejecutada por la administración pública, se halla 
que la legislación en la materia es amplia, pudiéndose plantear, que hasta suficiente, 
en tanto, lo que debe estar fallando, son los mecanismos institucionales por los 
cuales se investiga la comisión del delito o la falla en la prestación del servicio, que 
de llegar a ser más efectivos, podrían ayudar en que por la supervisión o la 
interventoría, se filtren prácticas que vayan en detrimento  de la correcta ejecución, 
de los recursos del Estado. 
De otra parte, sobre otra de las cuestiones de análisis, se establece que considerar 
la interventoría y la supervisión como personas similares, corresponde a una 
necesidad funcional de la contratación, no obstante, debe reconocerse unas 
diferencias respecto a su origen jurídico; el supervisor que llega al contrato puesto 
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por la entidad, y el contratista que es un independiente que se le asigna un rol de 
funcionario público. 
La otra cuestión problemática abordada, que es la revisión sobre la responsabilidad 
jurídica de ambas figuras, llega a plantear como ya se ha dicho, responsabilidad 
civil, fiscal, penal y disciplinaria, en términos similares, ahora, resulta importante 
aclarar, que la responsabilidad va hasta lo que funcionalmente se estipula en el 
contrato, pues como se dijo, puede haber variación en la función desempeñado por 
el interventor, en acuerdo con la entidad contratante, aunque, siempre se reconocen 
unos mínimos de responsabilidad que son los que consigna la ley. 
Finalmente, el tercer elemento de análisis jurídico, que es que el interventor siendo 
un particular, reviste en el desempeño de sus funciones el carácter de funcionario 
público, y esto, es lo que permite que el mismo responda como tal, tiene toda su 
lógica en el evento que su tarea resulta clave en el cumplimiento efectivo de la 
contratación estatal, y como lo buscan normas recientes como el Estatuto 
Anticorrupción, es una buena manera de poder exigir más a quienes como 
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